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I. Introducción

E l 8 de agosto de 2012, la Constitución se reformó
para reconocer, entre otras figuras, el derecho de
las y los mexicanos a ser consultados sobre asun-

tos trascendentes para el país o para una región específi-
ca (art. 35, fr. VIII). Esa modificación formó parte de un 
paquete de cambios —junto con la reelección legislativa 
consecutiva (hoy derogada), las candidaturas indepen-
dientes y la iniciativa ciudadana— diseñado para aliviar 
las tensiones generadas por la democracia representativa 
y por el presidencialismo, y situó a las consultas popu-
lares como uno de los principales instrumentos de par-
ticipación directa disponibles en nuestro ordenamiento. 

Este capítulo ofrece un panorama general de las consul-
tas populares y de la iniciativa de reforma constitucional 
electoral recientemente desechada. Para guiar la lec-
tura, aborda primero la regulación vigente y las lecciones 
prácticas que de ella derivan; a continuación, analiza las 
modificaciones propuestas por la iniciativa, y por último, 
discute si una reforma constitucional era o es realmente 
necesaria, en el contexto de lo que conocimos y de lo que 
se anuncia: una reforma inconclusa. A partir de ese hilo 
conductor se sintetizan las implicaciones jurídicas y polí-
ticas, así como los riesgos y preocupaciones que plantea 
la expansión de las consultas populares en nuestro sis-
tema jurídico.

II. La regulación actual de las
consultas populares

Como se anticipó, en 2012 fue adicionada la fracción VIII 
al artículo 35 constitucional para incluir, como uno de 
los derechos de la ciudadanía, el votar en las consul-
tas populares sobre temas de trascendencia regional o 
nacional. Estas consultas pueden ser convocadas por la 

Presidencia de la República con la aprobación de la mayo-
ría legislativa, por el 33% de cualquiera de la Cámaras del 
Congreso, con la misma aprobación, o por la ciudadanía. 
En este último supuesto, la ciudadanía debe equivaler, al 
menos, al 2% de la lista nominal de personas electoras 
a nivel nacional, si es un tema de trascendencia para 
todo el país, o bien, el mismo porcentaje de la entidad o 
las entidades concernientes, si es un tema de relevancia 
regional (art. 35, fr. VIII, 1°).

Actualmente es el INE quien tiene a su cargo la verifi-
cación del apoyo ciudadano y, posteriormente, la orga-
nización, difusión, desarrollo, cómputo y declaración de 
resultados (art. 35, fr. VIII, 4°); mientras que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (SCJN) interviene, exclusi-
vamente, para analizar la constitucionalidad de la materia 
de la consulta (art. 35, fr. VIII, 3°). La participación de 
la SCJN consiste en verificar que el objeto de la consulta 
no incluya alguno de los supuestos prohibidos constitu-
cionalmente, como la restricción de derechos humanos, 
el carácter democrático, representativo, laico y federal o 
la materia electoral (art. 35, fr. VIII, 3°). 

Para este ejercicio, se dejó en manos del INE la totali-
dad del proceso, además de que se incluyeron dos pro-
hibiciones destinadas a garantizar la imparcialidad: por 
un lado, ninguna persona física o moral puede contratar 
propaganda; por otro lado, se suspende la propaganda 
gubernamental de cualquier orden de gobierno desde la 
convocatoria y hasta la conclusión de la jornada (art. 35, 
fr. VIII, 4°).

En la Ley Federal del Consulta Popular (LFCP), publicada 
el 14 de marzo de 2014, se define a la consulta popular 
como un derecho y una obligación de la ciudadanía para 
que, por medio del voto, tome parte de decisiones tras-
cendentales y se especifica que es competencia de la 
federación (arts. 4 y 7). 

1	 Académica de la IBERO, Ciudad de México. Abogada por la Universidad de Toulouse I Capitole, Francia, y por el ITAM, México. 

Consultas populares: vacíos y obstáculos 
para su apropiación ciudadana

Daniela Carrasco Berge1

Libro completo en: https://tinyurl.com/mw69vv3n
2026. Konrad Adenauer Stiftung e.V., https://www.kas.de/es/web/mexiko
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv



REFORMAR PARA DOMINAR: LA DISPUTA POR LA DEMOCRACIA ELECTORAL EN MÉXICO
160

La SCJN ha conocido, desde entonces, de la revisión 
de constitucionalidad de la materia de cinco peticiones 
ciudadanas. Tanto las personas solicitantes, como la 
materia y la eventual resolución por parte de la SCJN, 
permiten arrojar algunas conclusiones sobre el diseño 
actual del instrumento. 

III. Lecciones extraíbles de la experiencia

A partir de la publicación de la LFCP, diversos ciudada-
nos empezaron a tratar de activar el mecanismo con 
peticiones apoyadas por firmas. Es importante rastrear 
quiénes encabezaron la petición inicial, los temas invo-
lucrados y el desenlace de cada ejercicio. Aquí aparecen 
ciertas constantes. 

Respecto de las y los ciudadanos que iniciaron con la 
petición ante alguna de las cámaras del Congreso de la 
Unión se encuentran, siempre, renombradas personali-
dades de la vida política, ostentando, en muchos casos, 
cargos públicos o, incluso, la presidencia de partidos 
políticos. Entre ellos, por ejemplo, Andrés Manuel López 
Obrador (SCJN, 2014a), o los entonces presidentes del 
PAN, del PRD y del PRI, respectivamente: Gustavo Enri-
que Madero Muñoz (SCJN, 2014b), José de Jesús Zam-
brano Grijalva (SCJN, 2014c) y César Octavio Camacho 
Quiroz (SCJN, 2014d). 

No prospera el registro, en esa camada de ejercicios par-
ticipativos, de alguna consulta popular iniciada genuina-
mente por ciudadanas o ciudadanos apartidistas o por la 
sociedad civil organizada. Esta constante no desvirtúa el 
ejercicio, pero sí preconfigura ciertas dinámicas. Sobre 
todo, la consulta trató de emplearse, en un comienzo, 
para avanzar agendas políticas minoritarias y disidentes. 
De modo tal que lo que se perdía en el Congreso, trataba 
de ganarse en las boletas.

Sobre todo, en esos primeros ejercicios trataron de lle-
varse a consulta las entonces recién aprobadas reformas 
constitucionales al sistema energético y al electoral.2 
Sólo una de ellas planteó un tema que no había sido ya 
discutido y votado por el órgano reformador, y se refería 
a la necesidad de modificar la Ley Federal del Trabajo 
para asegurar un salario mínimo digno.3 

En cuanto a los desenlaces, la materia de todas estas 
consultas fue declarada inconstitucional por la SCJN 
(art. 35, VIII, 3°), a veces por votación unánime, a 
veces por votación dividida. Vale recordar en este punto 
que la labor de la SCJN en este proceso es revisar que 
la materia sobre la que versa la consulta no sea una de 
las excluidas constitucionalmente, como la electoral o la 
restricción de derechos humanos. Sólo posterior a esta 
revisión, la SCJN puede realizar modificaciones condu-
centes a la pregunta para asegurar que ésta sea clara 
e imparcial. 

En todos estos ejercicios, la SCJN declaró inconstitu-
cional la materia, por lo que ninguno de ellos llegó a 
una boleta. El único caso fructífero fue el de la solicitud 
de consulta popular sobre el enjuiciamiento de expre-
sidentes, promovida por el presidente de la República 
y presentada ante el Senado el 15 de septiembre de 
2020. Ahí, en el RCMCP 1/2020, la SCJN advirtió que 
la redacción original condicionaba indebidamente dere-
chos como la presunción de inocencia y podía vulnerar 
garantías procesales; sin embargo, por mayoría de seis 
votos, el Pleno resolvió sobre la constitucionalidad de la 
materia y determinó reformular la pregunta para garan-
tizar su carácter neutro.4

Finalmente, fuera de la cuestionada tergiversación de la 
pregunta en sede judicial (Salazar, 2021), la consulta se 
llevó a cabo con una pobre participación ciudadana de 
alrededor de 6.6 millones de personas; es decir, cerca 

	 2	 Las preguntas propuestas, enmarcadas en la reforma constitucional en materia energética de diciembre de 2013, eran: ¿Estás de acuerdo o no en 
que se otorguen contratos o concesiones a particulares, nacionales o extranjeros, para la explotación del petróleo, el gas, la refinación, la petroquí-
mica y la industria eléctrica? (SCJN, 2014a), y ¿estás de acuerdo en que se mantenga el decreto de reformas constitucionales? (SCJN, 2014d). Por 
su parte, la pregunta relativa a la reforma electoral de febrero de 2014: ¿estás de acuerdo en que se reforme la Constitución para que se reduzca 
el número de legisladores electos por el principios de representación proporcional? (RCMCP 4/2014). 

	 3	 La pregunta de la RCMCP 2/2014 decía: ¿estás de acuerdo en que la Ley Federal del Trabajo establezca que la Comisión Nacional de los Salarios 
Mínimos fije un nuevo salario mínimo que cubra todas las necesidades de una familia para garantizar al menos la línea de bienestar determinada 
por el CONEVAL? (SCJN, 2014b).

	 4	 Quedó reformulada en los siguientes términos: ¿Estás de acuerdo o no en que se lleven a cabo las acciones pertinentes con apego al marco cons-
titucional y legal, para emprender un proceso de esclarecimiento de las decisiones políticas tomadas en los años pasados por los actores políticos, 
encaminado a garantizar la justicia y los derechos de las posibles víctimas?
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del 7% del padrón electoral, por lo que no alcanzó el 
umbral legal para que sus resultados fueran vinculantes 
(INE, 2021). 

Cabe entonces concluir que, por las experiencias previas, 
tal como está diseñada, la consulta no ha sido objeto de 
apropiación por parte de la sociedad ni ha fomentado un 
genuino y relevante diálogo ciudadano. Su uso ha que-
dado en manos de dirigentes de partidos de oposición o 
de partidos en el poder; y la materia ha sido sistemática-
mente declarada inconstitucional, o bien, tergiversada la 
formulación de la pregunta por la SCJN. 

IV. Las consultas populares en la iniciativa 

En la exposición de motivos de la iniciativa se traía a 
cuenta el diagnóstico elaborado para el Plan Nacio-
nal de Desarrollo 2025-2030, en el que se muestra una 
débil participación ciudadana en los asuntos públicos y 
en el uso de mecanismos de democracia participativa. 
En virtud de ese diagnóstico, se optaba por ampliar la 
participación ciudadana a través del fortalecimiento de 
los instrumentos existentes en el ordenamiento jurídico 
mexicano: la consulta popular, la revocación de mandato 
y el plebiscito. 

1. Promoción y propaganda

La reforma eliminaba la mención expresa de que el INE 
es la única instancia a cargo de la difusión de las con-
sultas populares (art. 35, fr. VIII, 4°). A la par de esta 
eliminación, que podría generar una permisión débil, hay 
una facultad expresa para que las personas represen-
tantes de los poderes de los tres órdenes de gobierno 
promuevan la participación mediante estos mecanismos 
de democracia directa, bajo el principio de imparcialidad 
y sin influir en los resultados (art. 134). La prohibición 
de contratar propaganda, antes dirigida a cualquier otra 
persona física o moral, aparece generalizada, incluyendo 
también al INE como destinatario (art. 35, fr. VIII, 4°). 

Con ello, la iniciativa conducía a perder las directrices 
claras sobre quiénes y qué pueden hacer las personas 
servidoras públicas respecto de la promoción de las con-
sultas populares.

	1)	 De la consulta popular federal a las consultas popula-
res estatales y municipales

Las consultas municipales

Dentro del artículo 115 constitucional, dedicado al esta-
blecimiento del orden de gobierno municipal, la iniciativa 
proponía incluir la regulación de las consultas populares 
como uno de los derechos de las y los ciudadanos. Las 
bases eran las siguientes: 1) las legislaturas locales esta-
blecerán el porcentaje necesario para solicitarlo, siempre 
igual o menor al 2% de la lista nominal de electores; 2) 
la vinculatoriedad depende de la participación total, en 
los mismos términos federales, con al menos 40% de 
participación; 3) su organización, desarrollo, cómputo y 
declaratoria están a cargo del órgano público local elec-
toral; y 4) para ceñirse a estas reglas, la materia debe 
concernir sólo a un municipio. 

Las consultas estatales 

Al igual que para el caso de los municipios, la iniciativa 
establecía que las legislaturas estatales regularían los 
mecanismos de democracia directa, entre los que des-
taca la consulta (art. 116, fr. XI). En el ordenamiento 
estatal se estipularía el porcentaje para solicitarlas, sin 
que pueda ser mayor a las dos terceras partes de la 
legislatura o al 2% de las personas inscritas en la lista 
nominal de la entidad.

Estas consultas estatales serían organizadas, en todo 
el proceso, por el Organismo Público Local Electoral y 
el porcentaje para la vinculatoriedad será el mismo que 
para las consultas federales y municipales (art. 116, fr. 
XI). Lo que determina si la consulta es municipal, local 
o federal es el número de municipios o entidades que 
concierne. Si concierne a dos o más de la misma entidad 
federativa, será local. Si concierne a dos o más entida-
des, será federal. Lo lógico podría ser pensar que, en el 
caso de dos municipios de distintas entidades, como es 
posible imaginar para temas relacionados con la gober-
nanza metropolitana, la consulta tendría que ser federal. 

En todo caso, la iniciativa pretendió ampliar la existencia 
de consultas populares para el resto de los órdenes de 
gobierno, dejando, sin embargo, ciertas dudas en torno a 
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quién calificaría, por ejemplo, la constitucionalidad de la 
materia, en caso de que esta etapa existiera. 

	2)	 El uso de tecnologías 

Se prevé la posibilidad de usar tecnologías en la emisión 
del voto (art. 35, fr. VIII, 7°). Esta es una innovación 
que el INE ya venía implementando en algunos ejercicios 
participativos, por ejemplo, en las votaciones de algunos 
presupuestos participativos. 

V. ¿Reforma constitucional necesaria? Las 
conclusiones en una reforma inconclusa

La iniciativa pretendía ampliar el alcance de las consultas 
populares, obligando a los demás órdenes de gobierno a 
realizarlas. Aquí conviene destacar al menos dos puntos. 
Primero, no se incluyó, para los ejercicios estatales ni 
municipales, una lista de materias vedadas a la consulta, 
como sí existe a nivel federal. Podría pensarse que esa 
omisión podría suplirse por interpretación —aplicando 
las mismas limitaciones que en el ámbito federal—; sin 
embargo, surge el segundo problema: no se previó una 
instancia facultada para revisar la constitucionalidad de 
las materias sometidas a consulta.

La existencia de una lista de contenidos excluidos es 
un freno necesario frente a usos demagógicos, anti-
democráticos o regresivos del mecanismo. Ante la 
posible multiplicación de consultas populares, sería 

recomendable que los ordenamientos locales incorporen 
también materias vedadas y un órgano competencial 
capaz de evaluar la compatibilidad y la legalidad de las 
preguntas planteadas.

Cabe añadir, antes de discutir alternativas, que no es 
indispensable una reforma constitucional para que las 
entidades federativas introduzcan en sus ordenamientos 
mecanismos de participación ciudadana. Lo que sí exige 
reforma constitucional es que la federación, a través del 
Congreso de la Unión, establezca bases generales sobre 
estos ejercicios.

En cuanto al voto electrónico, la propuesta tiene funda-
mentos sólidos: ya se ha empleado en procesos participa-
tivos a nivel local —algunos etiquetados como “consultas 
populares” pero que en realidad se asemejan a presu-
puestos participativos, como Participa León—, organiza-
dos incluso por instancias del propio INE a nivel local.

La iniciativa no ampliaba las materias sujetas a con-
sulta; no obstante, tras el rechazo de la reforma cons-
titucional han surgido propuestas para modificar la lista 
de exclusiones, concretamente para permitir consultas 
sobre materia electoral. La intención declarada es clara: 
someter a votación en 2027 cuestiones como la reduc-
ción del financiamiento a los partidos y la transforma-
ción del sistema de representación proporcional. Estas 
propuestas requieren, por su naturaleza y alcance, un 
análisis cuidadoso sobre riesgos institucionales y garan-
tías democráticas.




